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	6 de mayo de 1974
	Sesión número
	17

	Motivo: Amparo

	Recurrente: DERIVADOS DE MAIZ ALIMENTICIO SOCIEDAD ANONIMA

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que con fecha 11 de enero de 1974 se publicó en La Gaceta la resolución número 2573 DGCI en la que, en uso de las facultades que le confieren el artículo 2 de la Ley N° 1208 de 9 de octubre de 1950, de Defensa Económica se resolvió fijar los precios máximos a que debía venderse al consumidor las tortillas marca “Torti-Rica”.- La empresa interpuso los recursos de revocatoria y apelación pero la resolución recurrida se mantuvo.-  Que esa resolución suprime el libre precio de la tortilla fabricada por la recurrente y le acarrea un déficit que lo priva de toda ganancia y que producirá su ruina. Alega violación de los artículos 33 y 46 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que la resolución tiene fundamento en la Ley de Defensa Económica N° 1208 de 9 de octubre de 1950, instrumento que es de orden público y limitativo de la propiedad privada, y, en la Ley de Impuesto sobre las Ventas N° 3914 de 17 de julio de 1967, que establece la competencia que tiene la Dirección General de Comercio Interior para fijar los precios máximos a que se vendería al consumidor final las mercancías exentas o gravadas con ese impuesto. Que la referida potestad está más reforzada en el presente caso con lo que se establece en el artículo 5 del Decreto Ejecutivo N° 2520 MEIC de 7 de setiembre de 1972 – que concede exenciones tributarias a la recurrente para la fabricación y venta de tortillas de maíz - en el que expresamente se faculta al Ministerio para controlar no solamente la calidad el producto, sino que también para que se venda a un precio razonable para el consumidor.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La recurrente se encuentra sometida a un régimen jurídico especial en relación al Estado, como resulta del Decreto Ejecutivo N° 2530 de 7 de setiembre de 1972, que dispuso clasificarla en el Grupo “B” del Convenio Centroamericano de Incentivos Fiscales al Desarrollo Industrial. Régimen en virtud del cual disfruta de los beneficios de carácter fiscal y, por otro lado, le impone la obligación específica de someterse a una determinada actividad contralora de la Administración Pública. La Dirección de Comercio Interior, ha tenido competencia y amplias facultades para fijar los precios, como lo establece el propio Decreto de Incentivos Fiscales, N° 2520, la Ley de Desarrollo y Protección Industrial, la Ley de Defensa Económica y la Ley del Impuesto sobre las Ventas. 


N° 17
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día seis de mayo de mil novecientos setenta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Coto, Arroyo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Zavaleta, Chavarría, Trejos, Jugo y Benavides.
Artículo IV
Se conoció del recurso de amparo establecido por la compañía “DERIVADOS DE MAIZ ALIMENTICIO SOCIEDAD ANONIMA” en contra de los señores PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO, en el cual la sociedad recurrente alega: Primero: Por Decreto N° 2520 MEIC, publicado en la Gaceta de 21 de setiembre de 1972, el Poder Ejecutivo dispuso conceder exenciones tributarias a la recurrente para la fabricación y venta de tortillas de maíz, sin reservarse potestad para fijar el precio de éstas al mayorista o al consumidor, excepto en el caso excepcional del artículo 6 del citado Decreto.- Segundo: De acuerdo con la información sobre precio y costos que la empresa suministró al Ministerio durante el procedimiento previo a la emisión del Decreto, ésta estimó que dentro de las condiciones económicas operantes a la fecha (principio de 1972) podía venderse el paquete de doce tortillas con un peso aproximado de 225 gramos, al precio de C/ 0.727 para el consumidor, incluida la ganancia de C/.0.10 para el pulpero.- Tercero: Los estados de pérdidas y ganancias elaborados para los dos primeros meses de operación de la industria pusieron de manifiesto que el aumento no calculado de los costos que causaba el impuesto de estabilización sobre la materia prima y otros factores de menor monto llevaban a la empresa, de mantenerse el referido precio de C/. 0.50 al expendedor, a una pérdida irreductible de más de C/. 400.000.oo  por mes.  Cuarto: De ahí que, a mediados de noviembre de 1973, la empresa decidiera adoptar una doble solución: a) Reiterar la petición de exoneración del impuesto de estabilización sobre la materia prima, y b) Aumentar a C/. 0.70 el precio al consumidor del paquete de tortillas incluida una ganancias de C/. 0.10 para el expendedor o pulpero.-  La empresa decidió aumentar el precio del paquete de tortillas a partir del 5 de diciembre de 1973, para lo que publicó un anuncio indicando que el precio sería de C/. 0.70 para el consumidor.- Quinto: A mediados de ese mes de diciembre de 1973 el Gerente de la empresa recibió varias llamadas del señor Ministro de Economía en la que éste le ordenaba bajar al antiguo precio de C/. 0.60 para el consumidor y le recriminaba por no haber obtenido autorización del Ministerio para decidir el aumento.  Tales llamadas culminaron con la del señor Director de Comercio Interior quien el 19 de diciembre de 1973 comunicó al Gerente de la empresa que por orden del señor Ministro de Economía había elaborado un aviso, que luego salió publicado en el periódico La Prensa Libre, en que se decía que, a solicitud del señor Ministro de Economía, la empresa “Torti-Rica” había accedido a bajar a C/. 0.60 el precio de venta, el cual no podría ser variado sin autorización del Ministerio de Economía.-  Esto obligó a la empresa recurrente a desmentir la noticia.- 
Sexto: El 27 de diciembre de 1973 la empresa presentó ante el Director General de Comercio Interior un estudio de costos que demostraba la imposibilidad de vender a C/. 0.60 al consumidor el paquete de tortillas e invitaba a examinar sus libros y comprobantes para que se verificara la exactitud de los datos, relativos al costo de producción.-  Y en efecto, a partir del 2 de enero de 1974 el Ministerio de Industrias envió un Inspector del Ministerio de Hacienda y a sus propios inspectores para que realizaran una investigación en los papeles de la empresa, la cual se llevó a cabo.- Sétimo: Durante los primeros días del mes de enero de 1974 personeros de la empresa recurrente sostuvieron varias reuniones con el señor Ministro de Economía para discutir lo del precio sin llegar a ningún acuerdo.- Octavo: Con fecha 11 de enero de 1974 se publicó en La Gaceta la resolución número 2573 DGCI en la que, en uso de las facultades que le confieren el artículo 2 de la Ley N° 1208 de 9 de octubre de 1950, de Defensa Económica se resolvió fijar los precios máximos a que debía venderse al consumidor las tortillas marca “Torti-Rica”.- La empresa interpuso los recursos de revocatoria y apelación pero la resolución recurrida se mantuvo.-  Que esa resolución suprime el libre precio de la tortilla fabricada por la recurrente y le acarrea un déficit que lo priva de toda ganancia y que producirá su ruina, y que los derechos violados son los de igualdad ante la ley, consagrado por el artículo 33 de la Constitución Política; y de libertad de empresa consagrado por el artículo 46 de la Constitución citada.-

Sigue diciendo el recurrente que el derecho a la igualdad ante la ley del artículo 33, garantiza un trato igual para los que se encuentren en igual situación jurídica o de hecho; en el caso de autos se ha fijado específicamente precio a la tortilla producida por la sociedad recurrente, no a la tortilla en general; que ello no solamente viola el Decreto de Incentivos N° 2520 dictado por el Poder Ejecutivo a favor de la empresa, cuyo artículo 6 excluye la fijación de precios individuales, salvo en la hipótesis, que ni siquiera ha sido invocada, de monopolio de hecho, sino también y sobre todo viola los artículos 2 inciso a), 4 y 6 inciso c) de la Ley de Defensa Económica N° 1208 de 9 de octubre de 1950, a tenor de los cuales la fijación de precios se hace en atención al carácter absolutamente indispensable de la mercancía para el consumo nacional, y en forma igual cuando se den condiciones iguales, nunca por una sola firma como ha ocurrido en el presente caso, que esa fijación de precios es discriminatoria y animosa y viola de frente la igualdad que debe reconocerse ante la ley; que nuestra Constitución garantiza la libertad de empresa en el comercio la agricultura y la industria, lo que significa no sólo el derecho a escoger libremente una actividad lucrativa cualquiera, sino también el de ejercer libremente esa actividad, sin limitaciones, a no ser las sustentadas y legitimadas por una Ley de la Asamblea Legislativa; que la libertad de industria y comercio incluye la potestad del empresario para fijar libremente los precios de sus mercaderías, salvo la existencia de una ley que los fije o permita fijarlos a la Administración sobre la base de motivos comprobados de protección al consumidor; esa libertad incluye el derecho a una ganancia justa como producto de la inversión industrial o comercial, sin la cual la actividad económica carecería de incentivo; que no hay en Costa Rica posibilidad jurídica de una fijación de precios que prive al empresario de esa justa utilidad; y la fijación que tal hiciera sería violatoria del artículo 46; y como no hay, en ninguna ley vigente, ni en el Decreto de Incentivos nada que pueda justificar la fijación de precios, la hecha para la tortilla “Torti-Rica”, viola de frente el artículo 46 primer apartado de la Constitución y la garantía de libre empresa que esa norma consagra; que, en suma, denuncia violación de las garantías de libertad genérica y específica consagradas por los artículos 11, 28 y 46 de la Constitución.-   Al solicitar se declare procedente el recurso de amparo contra la resolución 25-73 DGCI publicada en la Gaceta N° 7 de 11 de enero de 1974 solicita se restituya a la recurrente en el pleno goce de las garantías de igualdad ante la ley y libertad de empresa que consagran los citados artículos 33 y 46 de la Constitución Política.-


El señor Presidente de la República y el señor Ministro de Economía, Industria y Comercio manifiestan: Que no ha debido darse curso a esta demanda de amparo por faltarle el cumplimiento de requisitos esenciales; no se ha indicado el nombre y calidades del demandado Presidente de la República ni del Ministro de Economía, contra lo preceptuado por el artículo 208 de Procedimientos Civiles, aplicable por analogía.-  Piden se declare sin lugar su demanda de amparo, con fundamento en el inciso d) del artículo 3 de la Ley de Amparo porque la resolución citada tiene fundamento precisamente en la Ley N° 1208 de 9 de octubre de 1950, confirmada por resolución 23/74 MEIC del Ministerio de Economía, Industria y Comercio de las 15 horas del 5 de febrero de 1974, contra la cual de acuerdo con lo establecido en el artículo 49 de la Constitución Política y artículo 1 de la Ley Reguladora de lo Contencioso Administrativo N° 3667 de 12 de marzo de 1966 y sus reformas, únicamente procede recurso de lo contencioso administrativo en relación con la legalidad de los actos y disposiciones que por medio del presente recurso se pretende impugnar.-

Agregan los exponentes que la jurisprudencia en esta materia ha sido clara en el sentido de que el Recurso debe rechazarse porque en materia administrativa no procede el amparo si las leyes establecen medios o recursos contra el acto reclamado para reparar el agravio que se dice cometido (sentencia N° 35 de las 10 horas del 27 de junio de 1952 dictado por Corte Plena) que por Decreto Ejecutivo N° 2520 MEIC publicado en La Gaceta de 21 de setiembre de 1972 se clasificó en el grupo B Nueva del Convenio Centroamericano de Incentivos Fiscales al Desarrollo Industrial la planta industrial de la firma recurrente.-  El referido Decreto en su artículo 5 dispone que ”El Ministerio de Economía, Industria y Comercio fiscalizará y controlará la ejecución y cumplimiento de las obligaciones a cargo del empresario y el uso o el disfrute de los beneficios que se le conceden.- También controlará la calidad de los productos y que se vendan a un precio razonable para el consumidor.”  La referida norma reserva al Ministerio la potestad para fijar el precio de venta del artículo al consumidor en cualquier momento.-  El artículo 6 del referido Decreto Ejecutivo es una copia casi textual del artículo 34 de la Ley de Protección y Desarrollo Industrial.-  En el estudio técnico y económico presentado por la sociedad recurrente para obtener incentivos fiscales, se indican los precios de venta de las tortiricas, precios que traducidos a colones resultan de C/. 0.40 para el detallista y de C/. 0.50 para el consumidor.-  De un escrito presentado por la referida empresa para solicitar la exoneración del impuesto de estabilización se infiere que la recurrente proyectaba vender las tortillas a cinco céntimos cada una para el consumidor, siendo necesario destacar en que el sub inciso x) del inciso 6 del artículo 68 del Reglamento al Convenio de Incentivos Fiscales al Desarrollo Industrial (Reifaldi) señala entre las obligaciones de las empresas beneficiarias la obligación de realizar el proyecto de conformidad con lo expuesto por ella en su solicitud, en el estudio económico y en los demás documentos que sirvieron de base para hacer la clasificación.- Tal obligación existe y es de origen legal.-  Del estudio técnico económico se puede determinar que la empresa recurrente tenía proyectado operar con pérdidas durante los dos primeros años; si el precio y las pérdidas estaban proyectadas, el mantener el precio fijado no significa variante alguna a esa situación planeada.-  Hasta la fecha, la recurrente es la única empresa productora de tortillas en el país que disfruta de los beneficios establecidos en el Convenio Centroamericano de Inventivos Fiscales y para poder disfrutar de los incentivos presentó un estudio técnico y económico en el que hace mención a los componentes de las tortillas y a su peso ideal.-  En el mercado nacional diferentes personas elaboran tortillas en pequeña escala y se venden al público en diferentes tamaños y componentes, situación que amerita un estudio específico en cada caso para que pueda hacerse una fijación en el precio de dichas tortillas.-  Ello significa que el Ministerio únicamente  está en condiciones de fijar el precio de venta a las tortillas que fabrica la recurrente.- El Ministerio pudo determinar que los estados de pérdidas y ganancias elaborados por la firma recurrente para los primeros meses de operación adolecen de muchas deficiencias contables que llevaron a error a la empresa para la determinación de los costos reales de producción.-  En los primeros días de diciembre del año anterior la recurrente comunicó a público un aumento de diez céntimos en el precio de las tortillas lo cual motivó la acción del Ministerio a efecto de determinar la procedencia del referido aumento; en los primeros días del mes de enero, funcionarios del Ministerio se abocaron al estudio de costos presentado por la empresa en el mes de diciembre y se logró determinar que dichos costos estaban sobrevaluados, lo cual tenía que reflejar un aumento necesario en el precio del producto.-  Si bien la empresa recurrente en el mes de enero de ese año solicitó por escrito un aumento del precio, en esa fecha ya el Ministerio estaba abocado al estudio del aumento que había hecho la empresa y en razón de ello fue que la Dirección General de Comercio Interior en resolución N° 25- DGCI de 8 de enero de 1974 publicada en La Gaceta del día 11 del mismo mes procedió a fijar el precio máximo al consumidor de las tortillas que elabora Demasa a razón de C/. 0.60 paquete conforme a las facultades que tiene de acuerdo con el artículo 2 de la Ley N° 1208 de 9 de octubre de 1950, Ley de Defensa Económica; ello implicó denegatoria de la solicitud de aumento de precios.-  La empresa recurrente interpuso los recursos de revocatoria con apelación en subsidio siendo denegada la revocatoria y admitido el recurso para ante el señor Ministro, quien en resolución N° 23/74 de las quince horas del cinco de febrero próximo pasado declaró sin lugar el recurso interpuesto.-  Lo dicho refleja que el Ministerio de Economía en ningún momento ha dado trato discriminatorio a la recurrente y que no se han violado los artículos 33 y 46 de la Constitución Política.-  En materia de fijación de precios nuestro ordenamiento jurídico mantiene vigentes diferentes normas, con base en las cuales se establece como competencia específica de la Dirección General de Comercio Interior la facultad de establece fijación de precios para cualquier artículo o mercancía que se venda en el mercado nacional.-  En primer término, la Ley de Defensa Económica N° 1208 de 9 de octubre de 1950 y sus reformas, instrumento que es de orden público y limitativo de la propiedad privada conforme se establece en su artículo 27 en segundo término, la Ley de Impuesto sobre las Ventas N° 3914 de 17 de julio de 1967 y sus reformas, que en sus artículos 11 y 12 establecen la competencia que tiene la Dirección General de Comercio Interior para fijar los precios máximos a que se vendería al consumidor final las mercancías exentas o gravadas con ese impuesto.-  Ello significa que la Dirección General de Comercio Interior tiene a su mano una serie de instrumentos legales que le otorgan la competencia necesaria para hacer una fijación de precios, no sólo para las tortillas que fabrica la recurrente sino también para cualquier otro artículo o mercancía que se venda en el mercado nacional.-  La referida potestad que tiene dicha dirección está más reforzada en el presente caso con lo que se establece en el artículo 5 del Decreto Ejecutivo N° 2520 MEIC de 7 de setiembre de 1972 en el que expresamente se faculta al Ministerio para controlar no solamente la calidad el producto, sino que también para que se venda a un precio razonable para el consumidor.-  Con base en la anterior exposición, los señores Presidente de la República, Ministro de Economía, Industria y Comercio solicitan se declare sin lugar el recurso de amparo.-

Previa la deliberación del caso, se acordó: Declarar sin lugar el recurso, de acuerdo con las siguientes razones:

I.- La sociedad “DERIVADOS DE MAIZ ALIMENTICIO S.A. (DEMASA)” se encuentra sometida a un régimen jurídico especial en relación al Estado, como resulta del Decreto Ejecutivo N° 2530 de 7 de setiembre de 1972, que dispuso clasificarla en el Grupo “B” del Convenio Centroamericano de Incentivos Fiscales al Desarrollo Industrial, Convenio que fue aprobado por Ley N° 3142 de 29 de julio de 1963.  En virtud de ese régimen especial la sociedad disfruta de los beneficios que enumera el propio Decreto N° 2520, en armonía con lo dispuesto en el Convenio dicho, y a la vez dentro de la tendencia que ya seguía la Ley de Desarrollo y Protección Industrial N° 2426 de 3 de setiembre de 1959, cuyas reglas establecen una serie de ventajas para las empresas industriales que esa Ley indica, todo ello con el propósito de contribuir al desarrollo industrial y al fortalecimiento de las actividades económicas, conforme vino a establecerlo también el Convenio de Incentivos Fiscales en el ámbito centroamericano.-  De manera que se está en presencia de una situación particular, que por un lado se traduce en un conjunto de beneficios de carácter fiscal y por otro le impone a la sociedad favorecida la obligación específica de someterse a una determinada actividad contralora de la Administración Pública.-  Por lo tanto, sostener que en este caso se infringe la garantía de igualdad ante la ley y que se le está dando un trato distinto a la sociedad “DEMASA” porque los precios han sido fijados para el producto que esa firma elabora y no para los productos similares que fabrican otras personas o empresas, viene a ser prácticamente lo mismo que si esos competidores alegaran discriminación por el hecho de que a “DEMASA” se le concedieron beneficios que ellos no disfrutan, cuando en realidad el trato diferente no es más que una simple consecuencia de ser también diferente la situación en que se encuentra la sociedad respecto de los otros fabricantes del producto.-  La igualdad jurídica que la Constitución garantiza consiste en el derecho que todos tienen de recibir un trato igual en situaciones iguales, es decir, que debe haber una misma ley y una misma aplicación de la ley para todos los individuos que estén en igualdad de circunstancias, sin discriminaciones arbitrarias ni gravámenes o privilegios en contra o a favor de un individuo o de un grupo.  Con razón se ha dicho que “el trato igual a los desiguales constituye la suprema injusticia”, porque entonces, en la medida en que se afecte a uno o se favorezca a otros, sin existir entre ellos una situación igualitaria, por allí más bien se quiebra el principio de igualdad ante la ley, que establece el artículo 33 de la Constitución Política; regla que, por todo lo expuesto no ha sido infringida en el presente caso.-
II.-  Tampoco es posible acoger el recurso por quebranto del artículo 46 de la propia Constitución, a cuyo tenor “Son prohibidos los monopolios de carácter particular y cualquier acto, aunque fuere originado en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria”, pues el Poder Ejecutivo, por medio del órgano correspondiente, en este caso la Dirección de Comercio Interior, ha tenido competencia y amplias facultades para fijar los precios, como lo establece el propio Decreto de Incentivos Fiscales, N° 2520, el cual contiene las normas que rigen específicamente para “Demasa” en su carácter de sociedad favorecida con los beneficios del Convenio Centroamericano de Incentivos Fiscales y de la Ley de Desarrollo y Protección Industrial. El artículo 5° del Decreto dispone que “El Ministerio de Economía, Industria y Comercio fiscalizará y controlará la ejecución y cumplimiento de las obligaciones a cargo del empresario y el uso y disfrute de los beneficios que se le conceden.  También controlará la calidad de los productos y que se vendan a un precio razonable para el consumidor”.  Y no hay duda de que es facultad de controlar el precio razonable lleva implícita la de fijar esos precios, pues de otra manera el control resultaría ineficaz o inoperante en relación a los consumidores, a quienes se propuso proteger el Poder Ejecutivo con esa disposición, al igual como lo prescribe el artículo 47 de la Ley de Desarrollo y Protección Industrial.-  Es verdad que el artículo 5° del Decreto reproduce apenas parcialmente lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley, pues éste habla de “fijar porcentajes máximos de utilidad y precios máximos de venta, a los productos industriales que sean objeto de agiotaje, y en caso de urgencia, especialmente tratándose de los artículos industriales de primera necesidad” (sic), mientras que el artículo 5° alude sólo al control de los precios, sin referirse a aquellos porcentajes ni al fenómeno del agiotaje.  Pero si la sociedad “Demasa” aceptó la clasificación de industria nueva conforme a los términos del Decreto de Incentivos, no se ve cómo puede alegar ahora, en vía de amparo, que el Poder Ejecutivo ha carecido de facultades para fijar los precios y que en su caso existe una violación directa de la garantía de libre empresa e industria consagrada en el artículo 46 de la Constitución Política.
III.- El artículo 8° de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que los funcionarios que administran justicia no podrán “aplicar decretos, reglamentos y otras disposiciones que sean contrarias a la ley”, de donde podría entenderse que no es posible otorgarle validez al artículo 5° del Decreto de Incentivos si estuviera en oposición  al artículo 47 de la Ley de Protección y Desarrollo Industrial.-  Pero sin que sea forzoso examinar si existe verdadera o sólo aparente oposición entre esas normas, lo cierto es que otras disposiciones legislativas sirven de respaldo al Decreto N° 2520, en primer lugar el artículo 6° inciso c) in fine de la Ley de Defensa Económica, el cual faculta al Departamento Comercial para “fijar en caso de necesidad, precio o utilidad máximos para los artículos industriales y agrícolas de producción nacional”, sin que esa necesidad pueda interpretarse como la situación extraordinaria de “emergencia o necesidad pública” que define el artículo 3° párrafo final de esas Ley, pues más bien la idea que despierta el vocablo, en falta de otro término que lo califique o complemente, es de la simple necesidad de proteger al consumidor, y no del estado de emergencia que “produzca o amenace producir interrupción o paralización grave en toda la República o parte de ella, del abastecimiento indispensable de uno o varios artículos imprescindibles para el consumo”, como lo dice la regla final del artículo 3° de la Ley.  También encuentra apoyo el artículo 5° del Decreto de Incentivos en la regla general establecida en el artículo 11 (once) párrafo penúltimo de la Ley del Impuesto sobre las Ventas, en relación con el artículo 12 párrafo segundo ibídem, todo lo cual permite concluir que es indiscutible la facultad legal del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, por medio de la Dirección General de Comercio Interior, para fijar los precios en las condiciones “normales” en que se produjo el acto impugnado, es decir, sin que para eso fuer indispensable un estado de emergencia o de necesidad pública.-

IV.- La fijación de precios, cuando es ruinosa o deficitaria, puede acarrear como ilegítimo resultado el de poner a una empresa en condiciones que le impiden realizar sus actividades, lo cual se traduciría a la vez en un grave menoscabo a la libertad de industria y comercio que garantiza el artículo 46 de la Constitución Política.-  Pero el déficit o la ruina pueden derivarse de los altos costos de producción de una empresa mal organizada, que no le permiten ofrecer precios más ventajosos o justos para los consumidores.  Esta apreciación es de carácter general, pues con ella no se pretende aludir particularmente a “DEMASA” sino señalar que los precios pueden ser deficitarios por factores internos de la empresa y no porque haya sido indebida la actuación del órgano público que fija esos precios.-  Ahora bien, dentro de la hipótesis de que el déficit proviene de la fijación que hizo el Departamento de Comercio Interior en el presente caso, en tal supuesto habría que decir que la posible transgresión constitucional vendría a ser indirecta, o sea, producida a través de una errónea aplicación de las reglas que facultan a ese Departamento para fijar los precios; reglas las cuales resultarían quebrantadas en primer término, surgiendo así una situación que no puede resolverse en un recurso de esta índole, pues se tratará de un problema de legalidad, que es materia propia a ventilar en un juicio contencioso administrativo.-   Es obvio que el orden jurídico se asienta en la Constitución, como ley suprema que establece los principios a los cuales deben ajustarse la disposiciones legislativas y los actos de los órganos de la Administración Pública, de suerte que la transgresión a una ley por parte de esos órganos y la violación de un interés legítimo o a un derecho subjetivo de los administrados, generalmente se traduce en un quebranto indirecto a una regla constitucional.-  Pero el recurso de amparo no puede concederse para poner remedio a esas situaciones, pues lo contrario equivaldría a desnaturalizar ese recurso y a convertirlo en un contralor de legalidad y no se constitucionalidad, que es como está concebido en la Constitución y en la ley que lo rige.-  Esto no significa proscribir la vía del amparo cuando los órganos administrativos, a pretexto de actuar conforme a facultades regladas, interpretan y aplican la ley en forma evidentemente inconstitucional o cuando exceden los límites de su propia competencia; en fin, cuando una actuación arbitraria los lleva a ponerse al margen de la ley y en abierta pugna con la Constitución Política, pues entonces sí podrá caber el amparo, a condición de que la arbitrariedad resulte de un modo evidente, es decir, sin que para apreciarla sea preciso adentrarse en el examen de cuestiones de carácter complejo cuya decisión es incompatible con el carácter sumario de este recurso.-  Nada de eso ocurre en el caso de autos, pues los antecedentes relacionados con la solicitud formulada por “DEMASA” para obtener los beneficios del régimen de Incentivos Fiscales, los precios iniciales que señaló para la venta del producto, su manifestación de que en un principio operaría con pérdidas, y el hecho de que aumentara el precio a los pocos meses de haber empezado sus actividades, todo ello viene a prestar suficiente respaldo a la actuación de los órganos administrativos; así lo considera esta Corte, conforme a una apreciación que se hace para los fines exclusivos de resolver el presente recurso, sin prejuzgar sobre cualquier ulterior planteamiento en vía más adecuada.-
V.-  El recurrente se refiere a otras circunstancias, en el escrito inicial y en las posteriores, para destacar que se incurrió en un vicio de desviación de poder.-  Pero ese problema debe ventilarse en otra forma, por medio del juicio contencioso administrativo que señala el artículo 49 de la Constitución, que es donde corresponde discutir cuestiones de esa índole, al igual que los demás puntos sobre legalidad que se plantean en el recurso.  También hace hincapié el recurrente en que el artículo 46 prohíbe cualquier acto que amenace o restrinja la libertad de comercio, de agricultura e industria, “aunque fuera originado en una ley”, y de allí concluye que existe una reserva constitucional, en el sentido de que ni siquiera la ley puede autorizar esos actos.-  Sobre ello cabe contestar que aun dentro de la hipótesis de que alguna ley (de las que autorizan la fijación de precios) fuese contraria al artículo 46 de la Constitución Política, aun así el recurso tendría que denegarse, pues la Ley de Amparo no lo concede contra disposiciones legislativas; y sólo en un recurso de inconstitucionalidad establecido al efecto, en la forma que autoriza el artículo 963 del Código de Procedimientos Civiles, es que podría esta Corte declarar que una determinada ley se opone a reglas constitucionales.-
VI.- Todo lo expuesto obliga a desestimar el recurso, por no ser posible tener como infringidos los artículo 33 y 46 de la Constitución Política ni, por añadidura, los números 11 y 28 de la misma Constitución. 
